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····················EXPTE. Nº 140845 

····················JUZG.CIV.COM.Nº9

/// la ciudad de Mar del Plata, a los·16···días del mes de setiembre del año dos mil ocho,  reunida  la  Excma. Cámara  de  Apelaciones  en  lo Civil y Comercial, Sala Primera, en acuerdo ordinario a los efectos  de  dictar sentencia en  los  autos:  "BIANCA, EUGENIO C/ COMPAÑIA ARGENTINA DE  SEGUROS  VICTORIA  SA  S/ RECLAMOS CONTRA ACTOS    DE    PARTICULARES",   habiéndose   practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la  Constitución  de  la  Provincia y 263 del Código de Procedimientos  en  lo  Civil  y Comercial, resultó del mismo que la votación debía ser en el siguiente  orden: Doctores Ramiro Rosales Cuello, Nélida Isabel Zampini y Ricardo Domingo Monterisi.

········El Tribunal resolvió plantear y votar  las  siguientes:

········C U E S T I O N E S:

········1ra.- ¿Es justa la sentencia de fs. 430/447? 

········2da.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

········A  LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR ROSALES CUELLO DIJO:

········I) A fs. 430/447 la  Señora  Jueza  de  Primera Instancia hizo lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por  el  codemandado  Señor  Alejandro  Enrique  Giaccaglia,  con  costas al accionante vencido.  Asimismo, rechazo con costas, la demanda promovida  por el Señor Eugenio Bianca contra Compañía Argentina de Seguros Victoria SA, por infracción a la Ley 24.240  de Defensa del Consumidor y daños y perjuicios, tendiente al cumplimiento de contrato y al resarcimiento  de  los  daños  y perjuicios que se alegaba, fueron ocasionados por tal incumplimiento. También, se declaro caído  en  abstracto  el  planteo de constitucionalidad formulado oportunamente; y por último, se regularon honorarios.-

········Contra tal decisión, el Dr. Juan  Ignacio  Marceillac, apoderado de la parte actora, interpone recurso de apelación a fs. 448, cuyos agravios lucen  a  fs. 467/483  vta.,  siendo evacuado el traslado de ley dispuesto  a  fs. 487, por el Sr. Alejandro Enrique Giacaglia con el patrocinio letrado de la Dra. Jorgelina Ferrin a fs. 488/489 vta. y por la Dra. Maria Marta  Carbone, apoderada de la demandada, a fs. 490/492.-

········II)  El  decisorio  citado  causa gravamen a la parte recurrente, por cuanto el sentenciante ha omitido aplicar  tanto  los principios, derechos y garantías de la Constitución Nacional y Provincial, como el estatuto del  consumidor  para receptar la falta de legitimación pasiva opuesta por el codemandado Señor Alejandro Enrique Giaccaglia.-

········Afirma que habiendo probado los extremos de  la acción el "a quo", en forma incongruente rechaza la acción por imperio del art. 1201 del Código Civil, por no haber  cumplido con el pago del premio, cuando quien se encontraba en mora en el cumplimiento de sus obligaciones, alega, era la compañía demandada.-

········Cita doctrina, jurisprudencia  y  hace  reserva del caso federal.-

········III) Ingresando al tratamiento de los  agravios formulados, importa y mucho acotar que de las  constancias de autos resulta que:

········a) el Señor Eugenio Bianca celebró, en  lo  que aquí  importa,  el día 12/06/2002 un contrato de seguro con  la Compañía Argentina de Seguros Victoria SA, cuyo vencimiento  operó el día 26/12/2006, versando la misma sobre  diversos  riesgos entre ellos el robo y/o hurto, respecto  de  un vehículo marca Fiat 147 Spazio TR, patente TCA 970, año 1993. Al vencimiento de la póliza  y habiendo  el  asegurado cumplido con las obligaciones a su  cargo,  el  Asegurador se encontraba facultado a su renovación automática por 180 días (ver al respecto póliza obrante a fs 14/32);

········b) los pagos se materilizaron en  el  domicilio laboral  del  actor, valiéndose del servicio de cobro a domicilio  que  prestaba el codemandado Señor Alejandro Enrique  Giaccaglia, productor asesor de la Compañía de Seguros demandada, que delegaba esa tarea en la persona del Sr. Eduardo Higinio Iribarren  (ver  absolución  de posiciones  del  codemandado  Señor  Alejandro  Enrique Giaccaglia a fs. 258 y vta.; testimonial del Sr. Eduardo  Higinio  Iribarren a fs. 262 y vta.; desde el punto c) y hasta el punto e) de la pericia realizada  por  el CPN Alberto Nicanor Costa a fs. 329/331; y  la  pericia realizada  por  el CPN Ceferino Walter Jesús Andresen a fs. 411/412 vta.);

········c) aquella renovación automática operó al  vencimiento de la primera póliza, toda vez que el asegurado  había cumplido con las obligaciones a su cargo (ver recibos  de fs. 6/9; el punto 2 de la pericia realizada por el CPN Alberto Nicanor Costa a fs. 313; y la  pericia realizada por el CPN Ceferino Walter Jesús Andresen a fs. 411/412 vta.);

········d)  de conformidad con la cláusula 99 de la póliza que fuera renovada, la falta de pago de las cuotas del  Premio provocó la caducidad de la misma (ver absolución de posiciones del  codemandado  Señor  Alejandro Enrique  Giaccaglia  a  fs. 258 y vta.; testimonial del Sr. Eduardo Higinio Iribarren a fs. 262 y vta.;  puntos 3 y 4 de la pericia realizada por el CPN Alberto  Nicanor Costa a fs. 314/315; el punto e) de la pericia realizada por el CPN Alberto Nicanor Costa a fs. 331; y la pericia realizada por  el  CPN  Ceferino  Walter  Jesús Andresen a fs. 411/412 vta.);

········e) el día 3 de marzo de 2003 el  Señor  Eugenio Bianca denuncia la sustracción del mentado rodado  (ver copia de la actuación policial de fs. 11); y

········f) el día 24 de marzo de 2003  la  Compañía  de Seguros rechaza el siniestro de fecha 03/03/2003 realizada el día 17/03/2003, ante la falta de pago de la póliza respectiva (ver copia de la carta documento de fs. 13).-

········IV) En autos se cuenta entonces con  la  prueba del  contrato  suscripto  por  las  partes; se sigue de ello, indagar sobre su calificación, para una vez apreciada tal circunstancia, proceder a completar su contenido, enriqueciéndolo con lo dispuesto por  el  ordenamiento jurídico y los principios generales; también con lo expresado de un modo implícito, tácito o virtual por las partes, para finalmente averiguar su sentido y  alcance, esto es, interpretarlo.-

········La calificación resulta un  quehacer  fundamental,  para  clasificar  el negocio entre las categorías existentes,  y así acertar en su interpretación (Mosset Iturraspe, Jorge "Calificación, integración e interpretación  del  contrato", RDPyC 2006-3 Interpretación del contrato,  Ed.  Rubinzal  Culzoni, Santa Fe, 2006, pág. 7).-

········Los problemas se originan, las mas de  las  veces, en el deseo o en la pretensión de una de las  partes,  de  prevalerse  de tal o cual normativa, sea para gozar de su tutela o ya para evadir tal figura, en tanto  se  acomoda  - o no - a sus intenciones o necesidades.-

········En  última instancia la calificación resulta de los hechos que el juez debe desentrañar y de las disposiciones legales que definen y  caraterizan  la  figura (Videla  Escalada,  Federico  "La interpretación de los contratos civiles", Ed. Abeledo Perrot,  Buenos  Aires, 1964, pág. 108).-

········Como lo ha dicho el Supremo Tribunal Provincial "el  principio  iura  novit curia faculta al magistrado para calificar autónomamente los hechos de la causa  en las  normas  jurídicas que los rigen, con independencia de las alegaciones de las partes y del derecho  invocado. Los jueces deben resolver los conflictos  sobre  la base de las normas legales vigentes, sin obligada sujeción  a  las  que  hubieran  invocado las partes en sus escritos  postulatorios ya que la determinación del régimen  normativo pertinente para su solución es atribución  inherente  al  órgano  judicial"  (SCJPBA,  Ac. C 91741,05/12/2007,  in re "Banco Provincia de Buenos Aires c/ TEVYCOM FAPECO s/ Incidente de revisión").-

········En tal orden de ideas,  calificó  al  contrato  obrante a fs. 14/32 de fecha 12/06/2002, tanto como  a  su renovación  de fecha 26/12/2002, que fuera celebrado entre el  Señor  Eugenio Bianca y la Compañía Argentina de Seguros Victoria SA, como  un  contrato  de  seguro  (arts.  1ro,  2do, 4, 11, 12, 19, 60, siguientes y concordantes  de  la  Ley  17.418  de Seguros, en adelante LSeg.; ver Halperin, Isaac "El concepto unificador  del seguro", LL 118-1066).-

········En  el mismo, el asegurador reviste el carácter de entidad profesional empresaria, organizada bajo  una determinada  forma  societaria (art. 2do y concordantes de la Ley 20.091), dotada de capital  suficiente  y  de capacidad  técnica adecuada, sujeta desde su nacimiento hasta  su extinción a un particular régimen de control, dada la trascendencia de tal actividad. Donde cualquiera sea la vinculación del productor o agente de  seguro para con el asegurador, solo esta facultado con respecto a las operaciones en las cuales interviene, para recibir  propuestas,  entregar  los instrumentos emitidos por el asegurador y aceptar el pago de la  prima  (art. 53 de la LSeg.).-

········El auxiliar descripto, carece en  principio  de facultades  para  obligar  al asegurador, contando sÓlo con las facultades descriptas que se limitan al cumplimiento de actividades materiales propias de la intermediación, dentro de cuyo ámbito de desempeño solo  algunos  actos  cuentan con significación jurídica (aceptar el  pago de la prima si se halla en posesión de recibos provistos por el asegurador).-

········Tal  actividad se encuentra regulada por la Ley 22400,  y ella es realizada por un profesional matriculado, habilitado a partir de su matriculación a  intermediar promoviendo la concertación de  seguros,  asesorando a asegurados y asegurables (sobre su  régimen  de retribución, inhabilidades y deberes, ver de Tellechea, Delinda "Comentario a la Ley 22.400 en "Código  de  Comercio,  comentado   y   anotado",   Director   Rodolfo Rouillon,  Tomo I, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2005, pág. 239).-

········La relación entre el productor asesor de  seguros  y  el  asegurador se juzgara como institorio o no, según surja de cada contrato o de los actos  realizados por el productor; en el primer caso,  se  le  aplicaran las disposiciones relativas al mandato, y en el  segundo, aun cuando tales agentes no  representen  estrictamente  a la aseguradora desde un punto de vista formal, si lo hacen en el plano comercial donde aparecen frente a  los  terceros  (el actor de autos) como un verdadero mandatario  (CNCom.,  Sala A, 18/07/2001, "Jordache Argentina SA c/ AGF Argentina Cía. de Seguros",  ED  197-204; ver Etcheverry, Raúl "Derecho comercial y económico, Parte General", Ed.  Astrea,  Buenos  Aires,  1987, pág. 479). En definitiva no puede constituir ningún derecho sin la autorización expresa  o  tácita  de  quien tenga  la  facultad  de  ejercerla  (CNCom.,  Sala   B, 05/07/1993,  "Maruzza,  Oscar c/ Rigada, Alejandro", ED 156-525).-

········En virtud de tal representación, la declaracion de voluntad del representante produce sus efectos jurídicos directamente en la persona del representado, como si  éste hubiese celebrado el negocio; ergo, ya sea por mediar facultades expresas o en los supuestos de representación tácita, toda vez que el negocio  produjo  directa e inmediatamente efectos entre el actor y la aseguradora, es solo entre ellos que se dan  las  acciones directas y/o recíprocas para exigirse  el  cumplimiento de lo pactado o el resarcimiento de los perjuicios,  en su  defecto  (ver  al respecto de Fontanarrosa, Rodolfo "Derecho  comercial argentino", Ed. Zavalía, Buenos Aires, 1969, en particular Capítulo XIX:  Teoría  general de la representación", pág. 438 y ss.).-

········Me ocupo más adelante de la significación jurídica que cabe atribuir a la facultad de  recibir  pagos de la prima.-

········Sin perjuicio  de  lo  cual, debo en este punto adelantar mi voto respecto de parte de los  argumentos  vertidos por el apelante en el primero de sus agravios, y en tal sentido estimo que corresponde  confirmar  la  excepción de  falta  de legitimación pasiva opuesta por el codemandado Señor Alejandro Enrique Giaccaglia, con  costas al accionante vencido.- 

········Abonan  tal  entendimiento  no solo las razones dadas hasta aquí respecto de la actividad  de  intermediación  y lo dispuesto por los arts. 223 y siguientes, 207  del  Código de Comercio; 1869, 1870, 1873, 1874, y siguientes  del  Código Civil; 1ro, 2do, 4, 11, 12, 19, 27,  49, 53, 60, siguientes y concordantes de la LSeg.; 2do  y concordantes de la Ley 20.091; 1ro, 2do, 10, siguientes y concordantes de la Ley 22.400; sino  también las  distintas consideraciones que vuelco en los próximas considerandos.- 

········V) En el marco de tales consideraciones corresponde  apuntar las normas aplicables al contrato de seguro suscripto en autos. La metodología  de  aplicación debe  seguir  la secuencia siguiente: primero, la norma especial; luego el Código de Comercio; y en tercer término el Código Civil. Es decir, las normas generales se aplican en caso de insuficiencia o silencio de la  normativa especial, a la vez, dentro de las normas generales, prevalece el Código de Comercio  sobre  el  Código Civil, atento la naturaleza del contrato.-

········Es aquí donde debo adentrarme en el tratamiento de los restantes argumentos vertidos por el apelante en el  primero de sus agravios, esto es si resulta aplicable la Ley 24240 de Defensa del Consumidor (en mas LDC) a la cuestión controvertida y que se debate en  autos,  en el marco del contrato de seguro.-

········Se advierten en doctrina dos posturas: 1) quienes postulan la inaplicabilidad de la LDC interpretando que  el seguro no estaría comprendido en el concepto de "prestación de servicios" (por todos ver  Soto,  Hector "Contrato, celebración, forma y  prueba,  con  especial referencia al contrato de seguro", Ed. La  Ley,  Buenos Aires, 2001, pág. 16); y 2) quienes postulan la aplicación subsidiaria de la  legislación  de  protección  al consumidor, con fundamento en  un  concepto  amplio  de "prestación  de servicios", usuario y consumidor, y relación  de consumo (ver Stiglitz, Rubén "Derecho de seguros", Tomo I, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1997, pág. 362; y en "Cláusulas abusivas en  el  contrato  de seguro,  control  administrativo previo y control judicial", RDPyC Tomo Nro. 19, Seguros I, Ed. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, pág. 13; asimismo Schiavo, Carlos;  Toribio,  Eduardo; Mosset Iturraspe, Jorge; y Lorenzetti, Ricardo). En los repertorios jurisprudenciales he relevado  pronunciamientos  que han receptado la aplicación de la LDC a litigios relacionados con  pretensiones  de nulidad de cláusulas contractuales asegurativas  en  el marco  de  contratos  de  seguro por cobertura médica y asistencial celebrados con una empresa de medicina prepaga. También para el caso de seguros de retiro y semejantes.-

········No  se puede perder de vista que el contrato de seguro  no  deja de ser un contrato de adhesión, ya que el asegurador opera normalmente bajo formas de  contratación  masiva, con contratos tipo, previamente aprobados por el órgano de control, en formularios  preimpresos, cuyas cláusulas resultan predispuestas al asegurado, con un espacio para exteriorizar su  voluntad,  que se  reduce a la acepción lisa y llana. El ámbito de deliberación  y  acuerdo  del asegurable, se circunscribe normalmente a las llamadas "condiciones  particulares", por ejemplo: elección y tipo de cobertura, cláusulas de franquicia, plazo de vigencia, sumas aseguradas, coberturas adicionales, etc. .-

········En consecuencia a la hora de la discusión de la inteligencia  de  los terminos de una cláusula oscura o ambigua, la misma se interpreta en contra del predisponente,  sino que en línea con aquella premisa cabe adicionar  el hecho de que la compañía asegurada es un comerciante profesional con alto grado de especialización y que también es un colector de fondos destinados a cubrir los riesgos de sus clientes: ello le otorga  superioridad sobre el actor y lo obliga a obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas (art. 902  y  909 del Código Civil, en mas CC).-

········Es así que la conducta esperable en la accionada no puede apreciarse con los parámetros  exigibles  a un  lego, sino conforme al "standard de responsabilidad agravada"  que  el  profesional titular de una hacienda especializada  tiene  frente  al usuario, (art. 992 del CC; CNCom., Sala B, 23/11/1995,  "Giacchino,  Jorge  c/ Machine & Man"; ídem, 14/08/1997, "Maqueira.  Néstor  y c/ Banco de Quilmes S.A."; y 24/11/1999, "Molinari, Antonio  Felipe  c/  Tarraubella  Cía.  Financiera S.A."; entre otros).-

········Asimismo y a partir de la vigencia de  la  LDC, el legislador ha dado dos  reglas  específicas  de  interpretación de los contratos por adhesión a  condiciones generales y por ende, aplicables al contrato de seguro, a saber:

········a) que "la interpretación del contrato se  hará en  el  sentido  mas favorable para el deudor", la cual constituye  una  directiva  que dispone que la decisión debe  favorecer la posición contractual del consumidor; y 

········b) "cuando existen dudas sobre los alcances  de su (adherente asegurado) obligación, se estará a la que sea  menos gravosa", mandato este que implica una aplicación  consecuente de lo anterior (ver Stiglitz, Rubén "Derecho  de seguros", Tomo I, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1997, pág. 602).- 

········Sin perjucio de lo cual tales reglas no  zanjan la cuestión controvertida que se debate en autos, puesto que la pretensión correctamente rechazada buscaba, a mi modo de ver inadecuadamente, no solo valerse del amparo de los derechos del asegurado-consumidor sino también  en  pos  de configurar una ficticia contradicción normativa constitucional.-

········En otras palabras, la demanda pasa por alto que ante  todo media un incumplimiento atribuible al asegurado.-

········En  suma,  de una interpretación sistemática de las normas involucradas se deriva que  queda  incolumne la autonomía del  derecho  del  seguro  (ley  especial) frente  al estatuto del consumidor, que no existe colisión normativa ni constitucional, cuando  los  derechos del asegurado a los efectos de protegidos por la aseguradora  exigían del previo pago de las respectivas cuotas.-

········VI)  La  conclusión a la que arribo precedentemente no se ve conmovida por las reformas  introducidas en  los  arts. 1ro, 2do y 3ro. de la LDC con la sanción de la reciente Ley 26.361 (BO 07/04/2008).-

········Toda vez que la relación de consumo, el proveedor,  la  integración normativa y la interpretación, de conformidad con el nuevo diseño legislativo no resultan aplicables al "sub examine", en razón de  que  el  art. 3ro.  del Código Civil establece que las leyes se aplicarán a partir de su entrada en vigencia aun a las consecuencias  de  las  relaciones y situaciones jurídicas existentes,  consagrando  la aplicación inmediata de la ley  nueva, que rige para los hechos que están "in fieri"  o  en curso de desarrollo al tiempo de su sanción, lo  que  no  puede juzgarse de acuerdo con ella son las consecuencias ya consumadas de los hechos pasados - que quedan sujetas a la ley anterior - pues juega la noción de consumo jurídico, criterio éste aplicable  al  caso, pues el perjuicio se produjo antes de la entrada en vigencia de la ley (ver en tal sentido SCJPBA, C. 66.682, 17/11/1999, "Mayo, Carlos c/ Farquimia", LLBA 2000-450; y de modo concordante, Corte Suprema de Justicia de  la Nación,  en la sentencias del15/06/2004 in re "Cencosud SA c/ Secretaría de Industria Comercio y  Minería",  La Ley Online; y del 07/11/2006 in re "Bianchi, Isabel del Carmen Pereyra c/ Provincia de Buenos Aires  y  otros", DJ  2006-3-950, RCyS 2006-1278, DJ 2007-I-1460 con nota de  Carlos  Ghersi  y  Celia Weingarten, LL 13/03/2007, pág.  7  con  nota de Jorge Mario Galdós, LL 2007-B-287 con nota de Jorge Mario Galdós, RCyS 2007-374 con  nota de Ramón D. Pizarro, y DJ 2007-2-979 con nota María Soledad Webb).-

········VII)   En  su  segundo  agravio  el  recurrente centró, exclusivamente su crítica en la  violación  del art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial. Al respecto, cabe señalar que la Suprema Corte de la  Provincia  ha  manifestado reiteradamente que el art. 375 del Código Procesal Civil y  Comercial  sólo  se  quebranta cuando el juzgador, alterando las reglas del "onus probandi",  impone  a una parte la obligación de acreditar hechos que correspondía a la otra, y que no lo infringe la  decisión que estima no probadas las afirmaciones de algunos de los litigantes (conf. SCJPBA en  C.  63.871, sentencia del  03/06/1997;  C.  85.091,  sentencia  del 22/09/2004; C. 90.093,  sentencia  del  19/10/2005;  C. 90.326,  sentencia del 07/06/2006; y C. 95.632, sentencia del 23/05/2007; y más recientemente en  C.  97.956, caratulada  "C. , N. H. y otra c/ Cametho, Rubén Iván y otro   s/   daños   y   perjuicios",   sentencia    del 14/11/2007).-

·······Puesto que de conformidad con lo establecido por el art. 384 del CPCyCPBA, los jueces no tienen el deber de  expresar en la sentencia la valoración de todas las pruebas producidas, sino  únicamente  de  aquellas  que fueran  esenciales  y  decisivas  para fallar la causa, siendo soberanos en la selección de las mismas, pudiendo inclusive preferir unas y descartar otras (SCJPBA, C 90630 caratulada "Farías,  Oscar  Alfredo  c/  Raineri, Juan Carlos  s/  Daños  y  perjuicios",  sentencia  del 27/02/2008).- 

········Estimo que de las probanzas de autos, se  verifica que el actor abonaba a traves del sistema de cobro a  domicilio  ("eso se manejaba por teléfono, cuando el me decía que podía ir a cobrar ahí iba yo") y que adeudaba las dos primeras cuotas del año 2003, todo lo cual hace patente un incumplimiento atribuible al asegurado  (ver  en particular la absolución de posiciones del codemandado  Señor Alejandro Enrique Giaccaglia a fs. 258 y vta.; y la testimonial del Sr. Eduardo Higinio Iribarren a fs. 262 y vta.).-

········VIII)  Corresponde  agregar  que el contrato de seguro  es  un contrato "uberrimae bona fidei" y exige, por tanto, conducta clara y leal y  disposición  pronta de  ambas partes para el cumplimiento de sus obligaciones" (Halperin, Isaac "Seguros, exposición  crítica  de las leyes 17.418, 20.091 y 22.400", págs. 45). Análogamente, "la cobertura del seguro debe ser  entendida  de acuerdo a las condiciones que fija la autoridad en  materia aseguradora y en este sentido, la Ley 17.418 respecto  al  seguro  de  responsabilidad civil, limita la obligación  de  mantener indemne al asegurado a lo previsto  en el contrato (art. 109 LSeg.). Y en relación a la  póliza  como  instrumento  probatorio, es necesario destacar, que la  misma  presupone  la  perfección  del contrato de seguro, del cual es  una  consecuencia,  su prueba  capital y guía de interpretación. Y en cuanto a este último punto, además de las  normas  generales  de interpretación,  la  naturaleza y la importancia de los conflictos que aquí entran en juego han llevado a establecer reglas específicas, entre ellas, la que determina que la extensión del riesgo y los beneficios otorgados  deben  ser interpretados literalmente, y ello así, en cuanto cualquier concesión o interpretación que  importe ampliar los beneficios acordados  puede  producir un grave desequilibrio entre  las  partes  (SCJPBA,  C. 94.988 caratulada  "Romeggio  Belkis,  Amanda  c/  Alí, Claudio y otro s/ daños y  perjuicios",  sentencia  del 23/04/2008).-

········De  modo  concordante, "las obligaciones que se atribuyen al asegurador no deben  serle  impuestas  más allá  de  los  términos  pactados en la póliza, pues la misma ley 17.418 establece que el contrato es la fuente de  sus obligaciones y en dicho instrumento se determinan  los alcances y límites de la garantía debida (CSJN en "Fallos" 322:653).-

········Así las  cosas, el incumplimiento atribuible al asegurado torna plenamente operativa no solo la cláusula nro. 99 de la póliza, en sus arts. 1ro y 2do.,  por  los  cuales  "la cobertura de los riesgos solamente comenzará en el momento en que se concrete el pago (...)  la cobertura iniciada quedara automáticamente suspendida si  venciera  el  plazo de pago de cualquiera de las cuotas siguientes (...) sin necesidad de interpelación  judicial o extrajudicial alguna, ni constitución en mora, la que se producirá por el  solo  vencimiento  del  plazo".  Sino también la condición resolutoria establecida en su art. 3ro. (ver la cláusula referida  de  la  póliza obrante a fs. 31 y vta.).- 

········Se ha sostenido reiteradamente al respecto que, tratándose de obligación a plazo, la mora se produce de pleno derecho (art. 509 CC), dando lugar así al  efecto previsto por la ley, que opera como una verdadera  pena privada (Halperín, Isaac "Seguros", Tomo I, Ed.  Depalma,  Buenos  Aires, nro. 26, pág. 416). Del mismo modo, se ha sostenido "que en el contrato de seguro, la obligación de indemnizar es el correlato del  pago  de  las primas, y la suspensión de la cobertura es una institución peculiar que opera como una pena privada  para  el supuesto de mora en el pago de la prima; es una caducidad en potencia" (C. Nac.  Com.,  sala  B,  07/08/2006, "Santía, Celia B. y otro v. Provincia Seguros S.A.").

········Por otra parte, si bien se alegó  y  quedó  demostrado  que  los pagos eran percibidos con atraso por la aseguradora o a sus intermediarios, lo cierto es que no  puede interpretarse como expresión de una suerte de prórroga convencional de los plazos originariamente estipulados.  Ello sólo provoca la cesación de la suspensión y el renacimiento de la garantía hacia el  futuro, sin que la percepción de que se trata pueda considerarse  una  purga  de  la mora y de la suspensión operadas (CNCom., Sala A, 18/3/1982, ED 100-538). De allí,  también,  la innecesariedad de toda reserva y comunicación por parte de la empresa en tal sentido (CNCom., Sala  C 01/06/2007, Cestona, Néstor Darío c. Adobbati, Luis Antonio y otro, La Ley On Line).-

········La  suspensión de la cobertura por falta de pago, categorizada como una sanción  civil,  comporta  la cesación temporaria de la garantía contratada. Pendiente la suspensión, el  asegurador  se  halla  exento  de cumplir su obligación principal para el supuesto de que verifique el siniestro en dicho lapso. Una vez efectuado  el  pago de la prima adeudada y sus intereses, cesa la  suspensión, y la cobertura queda rehabilitada hacia el futuro toda vez que el contrato  sigue  vigente;  es decir, el efecto del pago es -ex nunc- y  no  purga  la mora.  La  suspensión de la cobertura por falta de pago comporta  la cesación temporaria de la garantía contratada,  por  lo  que la finalidad principal que buscó el asegurado al contratar permanece en suspenso hasta tanto no se de cumplimiento al deber asumido,  estando  el asegurador liberado de su obligación de indemnizar  durante idéntico lapso como consecuencia de la  falta  de cumplimiento  del  pago. Producido el siniestro durante el  tiempo  en  que existe la suspensión, el asegurador está eximido de cumplir con su obligación  de  indemnizar,  ya que ningún derecho en vigencia posee el asegurado respecto de dicho siniestro. Por esto se ha  dicho que, la suspensión constituye una caducidad  en  potencia,  ya  que  ante el incumplimiento del asegurado, se produce  el  mismo efecto: la pérdida del derecho a indemnización que el seguro prometía.  Sin  embargo,  tal extinción del derecho del asegurado, no se produce "ipso  iure" en el instante mismo del incumplimiento, pues ello ocurre recién cuando el asegurador invoca la existencia del mismo para liberarse y siempre que  lo  haga dentro  del  plazo  otorgado por el art. 56 de la LSeg. (CNCom., Sala A, "Avícola  Cañuelas  SA  c./  Instituto Italo Argentino", 18/03/82, JA 1982-IV-611).-

········Ya  que el régimen legal actual coloca a su vez al asegurador en el deber de invocar la pérdida del derecho del asegurado a ser indemnizado dentro del mes de conocidos el incumplimiento complementaria  en  el  supuesto de haberla requerido, pues la omisión de pronunciarse dentro de dicho plazo importa  aceptación.  Este deber de pronunciarse constituye una carga que pesa sobre el asegurador a fin de poner un límite razonable al tiempo dentro del cual éste debe decidir si va o  no  a indemnizar  o  por el contrario, va a invocar algún incumplimiento de la contraparte para eximirse de  ejecutar  su   obligación   principal   (CNCom.,   Sala   A, 04/09/1998,  "Duo Fast Latina SA c/ Instituto Italo Argentino de Seguros Generales SA", LL 1999-B-855).-

········En el sub lite, la aseguradora exteriorizó  en  tiempo oportuno mediante carta documento el rechazo del siniestro invocando  expresamente  la  suspensión de la cobertura (ver documental de fecha 24/03/2003,  glosada a fs. 13).-

········Por  todo  lo expuesto, propicio al acuerdo rechazar  el  recurso deducido por la parte actora y confirmar  la sentencia apelada, con costas de la alzada a su cargo en su condición de vencida.

········ASI LO VOTO.-

········LOS SEÑORES JUECES DOCTORES ZAMPINI Y MONTERISI VOTARON EN IGUAL SENTIDO POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.

········A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR  ROSALES CUELLO DIJO:

········Corresponde, si me tesitura ha de prosperar: I) Confirmar la sentencia apelada; e II) Imponer las  costas al apelante vencido (art. 68 CPCyCPBA).-

········ASI LO VOTO.-

········LOS SEÑORES JUECES DOCTORES ZAMPINI Y MONTERISI VOTARON EN IGUAL SENTIDO POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.

········Finalizado el acuerdo se dicta la siguiente:

················S E N T E N C I A

········Por los fundamentos consignados en el precedente acuerdo: I) SE CONFIRMA la sentencia apelada; y II)  SE IMPONEN  las  costas respectivas al apelante vencido (art. 68  CPCyCPBA).-  Notifíquese  personalmente o por cedula (art. 135 inc. 12 CPCyCPBA).-

RAMIRO ROSALES CUELLO

·································NELIDA ISABEL ZAMPINI

RICARDO DOMINGO MONTERISI

··························JOSE GUTIERREZ

··························· Secretario

